Expte. Nº 43174 PIÑERO GLORIA PATRICIA C/ ASTIVIA JOSE DA NIEL Y OTRO S/ Consignación de sumas de dinero, alquileres y arrendamientos

Nº de Orden: 125.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 28 días del mes de Mayo del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa Nº 43174 caratulada: "PIÑERO GLORIA PATRICIA C/ ASTIVIA JOSE DANIEL Y OTRO S/ Consignación de sumas de dinero, alquileres y arrendamientos", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Rosas, Guardiola.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán dijo:
                               A fs. 105/110 el Sr. Juez de primera instancia dicta sentencia por la que rechaza el pago por consignación intentado por Gloria Patricia Piñero contra José Daniel Astivia y Nora Nancy Astivia, con citación de Nora Esther Pérez como tercera interesada. Impone las costas a la actora perdidosa y regula los honorarios de los letrados intervinientes.

                               De tal modo, el "a quo" rechaza el reclamo tendiente a que se declare válido el pago que la accionante, a través de la consignación judicial, pretende efectuar a los accionados, en su condición de herederos del vendedor, con la finalidad de cumplir por tal vía con la obligación a su cargo, impuesta en el contrato de compraventa de inmueble formalizado en el boleto agregado a fojas11/12.

                               Para resolver de tal modo, el sentenciante sostiene que la accionante, estando en mora en el pago de las cuotas pactadas para abonar el precio, no puede pretender cancelar dicha obligación por medio de la consignación intentada, cuando los demandados, por tal motivo, ya habían resuelto el contrato, haciendo efectivo el pacto comisorio expresamente estipulado.

                               Contra este pronunciamiento, Gloria Patricia Piñero deduce apelación a fs. 112.

                               Concedido libremente tal recurso, y remitido el expediente a esta Alzada, la apelante presenta la expresión de agravios a fojas 117/vta. Allí sostiene que el sentenciante no formuló una interpretación integral de la prueba producida, basando su sentencia en un rigorismo formal excesivo, que desconoce las circunstancias del caso.

                               Recuerda que el 28/7/2005 celebró con José Ramón Astivia el contrato de compraventa de una parte indivisa de un inmueble, falleciendo aquel el 25/7/2006. Agrega que pagó el precio pactado, pero por la relación familiar que lo unía con el vendedor, que era su tío, no exigió los recibos correspondientes. Luego del deceso de su tío, requirió a sus primos la escrituración del bien, quienes les negaron sus derechos.

                               Por ello -continúa la apelante- citó por carta documento a los herederos del vendedor para que se presenten en un estudio jurídico, a fin de pagarles nuevamente el precio, y al no haber concurrido los mismos, interpuso la consignación.

                               Se agravia de que no se hayan meritado las cartas documento remitidas a los herederos, las cuales constituyen una prueba cabal de su buena fe y de su predisposición a abonar nuevamente el precio pactado, con las multas e intereses correspondientes.

                               Corrido traslado de la expresión de agravios reseñada, lo contestan los demandados y la tercera citada, quienes solicitan la confirmación de la sentencia apelada; luego de lo cual se dispone el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

                               En tal labor, adelanto que la apelación en tratamiento no puede prosperar. 

                               Llego a dicha conclusión, partiendo de que la accionante no demostró en modo alguno el alegado pago efectuado al vendedor, antes de su fallecimiento.

                               Entonces, no acreditado dicho pago, forzoso es concluir que la actora quedó inmersa en mora en el cumplimiento de su obligación de abonar el precio de venta; mora que, de acuerdo a lo pactado en la cláusula sexta del boleto acompañado, se produjo automáticamente con el vencimiento de los plazos fijados para el pago de las cuotas en las que se dividió el precio (arts. 509 y 1197 C.P.C.).

                               De cualquier manera, vale aclarar que la mora en sí misma no resulta un obstáculo para la consignación intentada, puesto que, aún en tal estado, el deudor conserva su derecho al pago, aunque pueda aumentarse la cuantía del objeto debido, en caso de que el acreedor padezca un daño moratorio. Ello se condice con la naturaleza del retardo.

                               En realidad, la pérdida del derecho a pagar sólo se produce cuando desaparece la posibilidad de cumplimiento tardío, pero, en ese caso, no hay mora sino incumplimiento definitivo.

                               Y esta situación es la que se configura en autos, donde los demandados y la tercera citada, ocupando como herederos la posición del vendedor originario (art. 3417 C. Civil), ejercieron en forma previa a la consignación aquí efectuada, la facultad reconocida en el pacto comisorio expreso incluido en el contrato, dando por resuelto al mismo, y comunicándoselo fehacientemente a la compradora mediante la carta documento obrante a fs. 35, quedando a partir de entonces extinguida la obligación cuya cancelación esta última pretende.

                               Al respecto, es dable recordar que existiendo pacto comisorio expreso, la mera declaración de la voluntad de ejercer la facultad resolutoria conferida en el mismo, opera sin más la resolución del contrato (art. 1204 C. Civil). 

                               Por otro lado, entiendo que la facultad resolutoria expresamente reconocida al vendedor no quedó enervada por la citación que la compradora -estando holgadamente en mora- le cursara a los herederos de aquel para que reciban el demorado pago del precio en el Estudio Jurídico "Mangieri".

                               Esta es mi opinión, sin desconocer la existencia de posiciones encontradas sobre el punto, puesto que considero que la parte cumplidora, aún cuando no hubiera emitido la declaración resolutoria dentro de un lapso razonable transcurrido desde el incumplimiento de la otra parte, puede resistir el tardío pago intentado por esta última.

                               Es que, ante el ofrecimiento de pago efectuado por el deudor moroso, el acreedor que cuenta con la facultad resolutoria basada precisamente en la mora de aquel, puede oponerse a su recepción, ejerciendo tal prerrogativa, siempre que no hubiera consentido la purga de la mora. Este consentimiento opera si el acreedor guarda silencio frente al pretendido cumplimiento tardío, ya que tiene obligación de explicarse en razón de declaraciones precedentes. En este supuesto, su inacción lleva a considerar que no optó por la resolución, sino que aceptó la subsistencia de la obligación cuya cancelación persigue el moroso (art. 919 C.Civil).

                               Este criterio fue recogido en el despacho de la mayoría elaborado en las "Segundas Jornadas Provinciales de Derecho Civil de Mercedes de 1983", donde se expuso: "El deudor moroso sólo puede lograr la redención de su estado de mora si la prestación es aún hacedera. Empero el acreedor que no ha incumplido podrá enervar dicha prerrogativa jurídicasi desecha la oferta de pago en el plazo de intimación que ella contiene -o en el que dimane del principio de la buena fe, lealtad o probidad- ejercitando el derecho subjetivo que le asiste de resolver el contrato." (ver Horacio Guillén, "La "purgatio morae" y el pacto comisorio en las Segundas Jornadas de Derecho Civil de Mercedes" L.L 1984-D, 1255)

                               También es la doctrina sentada por la Suprema Corte de Justicia bonaerense cuando sentenció que "Existiendo pacto comisorio expreso, la redención de la mora del deudor sólo se operaría si el contratante cumplidor consintiera recibir la prestación fuera de término o se allanase a la consignación que pueda intentar el moroso, pues estas actitudes evidenciarían una renuncia tácita de su derecho a resolver el contrato" (Ac. 50598, sent. del 31-8-93, Sumario Juba B22618).

                             Entonces, a la luz de estas pautas, no habiendo transcurrido un plazo irrazonablemente prolongado entre el incumplimiento de la accionante y su ofrecimiento de cumplimiento tardío, los demandados conservaron la facultad de optar por la resolución, por lo que la decisión tomada por ellos en tal sentido, extinguió la obligación, tornando de tal modo extemporánea la consignación objeto de litis.

                               Por todo lo expuesto, propongo al acuerdo: Desestimar el recurso de apelación interpuesto por la actora, y consiguientemente, confirmar la sentencia impugnada (arts. 509, 919, 1197, 1204 y 3417 C.Civil), con costas de Alzada a la apelante (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
                               Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

                               I)- Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 112; y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 105/110 (arts. 509, 919, 1197, 1204 y 3417 C.Civil).

                               II)- Las costas de Alzada se imponen a la apelante (art. 68 C.P.C.), regulándose los honorarios del Dr. Diego Pace en la suma de pesos mil novecientos ($ 1.900) y los de la Dra. Nancy M. Andrés en la suma de pesos mil cuatrocientos ($ 1.400), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Guardiola, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As),  28 de Mayo de 2.009.-

                               AUTOS Y VISTO:
                               Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
                               I)- Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 112; y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 105/110 (arts. 509, 919, 1197, 1204 y 3417 C.Civil).

                               II)- Las costas de Alzada se imponen a la apelante (art. 68 C.P.C.), regulándose los honorarios del Dr. Diego Pace en la suma de pesos mil novecientos ($ 1.900) y los de la Dra. Nancy M. Andrés en la suma de pesos mil cuatrocientos ($ 1.400), ambas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
